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Introducción

Desde finales de la Segunda Guerra Mundial, las tecnologías han tenido un papel fundamental en la composición y procesos desarrollados en nuestras sociedades contemporáneas.

Estos procesos, iniciados con los postulados y planteos de la cibernética y cuyo punto inicial podemos signarlo en las Conferencias de Macy (1946-1953) ha ido sufriendo cambios y modificaciones hasta alcanzar la potencialidad actual donde las tecnologías digitales han permeado (siendo a su vez permeadas) las diversas esferas de la vida social, política, económica y cultural en las distintas sociedades de nuestro tiempo.

Podemos destacar un ‘hito’ en la década de los 70’s cuando las tecnologías de la información y de la comunicación fueron una posible vía de salida de los problemas económicos presentados por las sociedades welfaristas en articulación con el naciente proceso de globalización actual y la imposición y/o adopción del neoliberalismo para dirimir y planificar políticas sociales, económicas y culturales en la articulación de un eje neoliberalismo + tecnologías digitales + globalización con fuerte participación de los sectores financieros en aumento (Gendler, 2016a) que ha ido permeando diversos procesos, instituciones, políticas y problemáticas.
Cabe remarcar que por estas épocas el proyecto ARPANET, desarrollado principalmente por el Departamento de Defensa de los EEUU en colaboración con diversas universidades norteamericanas y con algunas empresas privadas, sería lanzado como mecanismo de seguridad y veloz distribución de la información como también forma de competir en la carrera tecnológica de la Guerra Fría desarrollando una estructura des-centralizada capaz de poder funcionar con efectividad ante posibles ataques o bloqueos soviéticos.
El desarrollo de ARPANET (1969) que luego decantaría en NSFNET (1985, al dividirse en una parte civil y una militar) y finalmente en Internet (1995, al incorporar finalmente todas las redes secundarias que se fueron desarrollando y protocolos informáticos que permitan su interrelación, permitir legalmente actores privados, etc.) en conjunto con el desarrollo y pasaje a la esfera civil de una diversa cantidad de tecnologías digitales fueron vistas como la piedra fundacional de un nuevo proyecto hegemónico (Mattelart, 2006) denominado “Sociedad de la Información”, propuesto como forma de consenso entre las potencias victoriosas de la Guerra Fría y a su vez como vara y parámetro de un nuevo estadío civilizatorio al que todos los pueblos debían adaptarse e implementar reformas e inversiones para llegar.
Dentro de estos procesos pronto surge un debate entre los diversos actores por el manejo, control y distribución de los flujos de datos e información digital materializada en BITS (Cafassi, 1998) que circulan por Internet. Este debate, propuesto primero por los diversos proyectos de informatización y luego recorrido en las Cumbres Mundiales de la Sociedad de la Información de 2003 y 2005 fue retomado por el académico norteamericano Tim Wu en 2003 y materializado en el concepto de Neutralidad de la Red (NN) a partir del cuál múltiples batallas, opiniones, prácticas, regulaciones y legislaciones han sido desplegados.
El objetivo de este trabajo, que opera como avance de la Tesis Doctoral “La Neutralidad de la red: regulación de bienes digitales, leyes de propiedad intelectual, mecanismos de control, legislaciones y organizaciones de resistencia”, se propone realizar y establecer un estado de situación acerca de esta problemática en los EEUU (lugar de ‘nacimiento’ del concepto), Argentina, Brasil y Chile.
Se propone apuntar principalmente tanto a las definiciones y cuestionamientos de este concepto (esgrimido como ‘principio técnico’), las problemáticas económicas y de control y vigilancia que se despliegan de él,  como también los accionares y posiciones de los distintos actores que intervienen desarrollados a lo largo del tiempo. 

I. De las Tecnologías
A la hora de pensar en las tecnologías es recomendable pensar en el entramado de necesidades humanas, innovación tecnológica y lógicas comerciales o de mercado (Spiegel, 2017) que intervienen en su justificación, diseño y aplicación esperada pensando que siempre la tecnología implica un proyecto histórico y social dado que supone y permea una determinada relación con el entorno y con los otros y por eso es fundamental hacer una mirada epistemológica de las tecnologías pensando sus objetivos y consecuencias y no solo en si “son efectivas” o “accesibles” (Diez Rodríguez, 2003; Feenberg, 2005). Los/as humanos/as creamos las tecnologías de acuerdo a diversos intereses, posiciones, luchas, contextos, etc. pero a la vez ellas nos conducen y modulan generando un “circuito relacional” donde, una vez modificados por ellas, podemos volver a pensar y generar modificaciones a las mismas que vuelvan a modificarnos a nosotros y a nuestro entorno. 

Cabe destacar que aquí la pregunta por el “quien/es diseñan las tecnologías” adquiere nueva relevancia, ya que en la gran mayoría de las situaciones, estas tecnologías son creadas, diseñadas y justificadas por diversos grupos de poder, corporaciones privadas, gobiernos, etc. pasando a ser generalmente los “ciudadanos de a pie” meros “usuarios” de las mismas al no disponer de los recursos económicos, técnicos o cognitivos para modificarlas o (re)crearlas (salvo excepciones) pero que de todos modos tienen la capacidad potencial de poder modificarlas gracias a los puntos de fuga, a las indeterminaciones y a las “acciones no esperadas”.
En este sentido y siguiendo a Schuster (1995) y Spiegel (2016), el Contexto de Justificación (CJ) es el contexto donde los individuos y/o grupos (generalmente corporaciones, empresas privadas y/o gobiernos) creadores, financiadores y planificadores de las tecnologías plantean los criterios que justifican su diseño pensando en su potencial aplicación y uso. Los criterios internos refieren a parámetros relacionados con el funcionamiento operativo de los dispositivos (velocidad, capacidad de procesamiento, formas de interactividad, etc.) y cuánto se retoma y cuánto se modifican versiones previas de los mismos. En cambio, los criterios externos remiten a las finalidades u objetivos (económicos, sociales, políticos, institucionales, etc.) que respondan a los modos previstos de financiamiento de esa tecnología (acceso gratuito o pago, almacenamiento y/o venta de los datos de los usuarios, opciones “Premium”, publicidad, ponderación de ciertos elementos por sobre otros, etc.), a que tipo usuario estará dirigido y qué acciones se le posibilitará realizar a dicho usuario a la hora de aplicar dicha tecnología, que opciones se ponderarán y cuáles serán minimizadas y/u ocultadas, si será mostrada publicidad, de qué anunciantes y de qué modo, entre otros parámetros y decisiones que influirán en el diseño de dicha tecnología. En este contexto específico, el contexto de diseño (CD), los desarrolladores y programadores tendrán en cuenta estas decisiones a la hora de elaborar la tecnología y sus interfaces, determinando tanto lo que el usuario verá como lo que mayormente podrá realizar, estableciendo las reglas explícitas
 e implícitas
 que orientarán, permitirán y/o impedirán las prácticas de quien utilice dicho dispositivo en el espacio de interacción constituido por la interfaz. De esta forma, el diseño de la interfaz determina tanto los conocimientos necesarios para su uso como las potenciales prácticas que se lleven a cabo en su interior. Respecto a las reglas, estas establecerán qué se podrá o no hacer con ese programa/pantalla en cuestión.
Siguiendo a Scolari (2004), la interfaz se ha convertido en un “concepto paraguas” que aglutina múltiples interpretaciones y definiciones, principalmente en forma de metáforas (Lakoff y Johnson, 1991), que operan como agentes potenciadores del pensamiento, la percepción y la acción iluminando ciertos aspectos del fenómeno y ocultando otros, funcionando como elemento aditivo que incorpora ciertas características de la metáfora (espacio, virus, ordenador, instrumento, etc.) al concepto/fenómeno original y que, cuando es efectiva, se naturaliza pasando desapercibida. Al igual que las metáforas, en las tecnologías estos condicionamientos ya establecidos por el diseñador y pensados por el CJ también parecieran pasar desapercibidos, se invisibilizan, haciendo pensar que esa es “la única forma posible” o justificándola en función de responder al “mejor funcionamiento posible” obturando la reflexión acerca de todo el entramado de relaciones de poder, intereses, luchas, etc. que determina que sea de una forma y no de otra, estableciendo estas formas de ordenar, conducir (Foucault, 1980) y modular (Simondon, 2015) nuestro mundo (Winner, 2004) y nuestras subjetividades (Rodríguez, 2015).
Finalmente, debemos referirnos al contexto de aplicación (CA) que es donde los usuarios (pensados por el CJ y orientados por el CD) utilizan y/o se apropian de diversos modos (Méndez, Gendler, Samaniego y Andonegui, 2017) de estos dispositivos
. De todos modos, esta relación suele ser siempre asimétrica y en general se suele aplicar tal cuál fueron justificadas y diseñadas estas tecnologías, reproduciendo los intereses y criterios externos del CJ gracias a la invisibilización y transparencia antes mencionadas. 

II. ¿Neutralidad? de la Red
2.1. Arquitectura 
Entrando de pleno al tema que nos compete, la NN es un concepto/principio técnico elaborado por Tim Wu en 2003 que refiere a que los flujos de BITS que circulan por Internet no deben ser discriminados (favorecidos) de ninguna forma posible por ninguno de los actores intervinientes. Sumado a esto, Wu (2003) plantea cuatro amenazas a la NN: [1] Estrangulamiento o total bloqueo del tráfico de flujo de información, [2] tendencia a la monopolización de los Proveedores de Servicio de Internet (ISP) en favor de aplicaciones, contenidos, etc. propios con perjuicio de los clientes y de otras empresas., [3] priorización de determinados servicios, proveedores, aplicaciones o contenidos, según acuerdos comerciales y [4] falta de transparencia de las acciones de los ISP.
Vemos así que los principales apuntados no son ni los usuarios ni gobiernos ni las empresas Proveedoras de Servicios y Contenidos (CSP) como Facebook, Google, Netflix, Hotmail, etc., ni las empresas dueñas de los cables submarinos que componen los canales principales del tránsito del flujo de datos, sino aquellas que intermedian entre ambos y que, desde 1995 con la derogación de la Directiva de Uso Aceptable en EEUU, poseen la capacidad legal y fáctica de brindar acceso a Internet tanto a usuarios como a CSP: los Proveedores de Servicio de Internet (ISP). 

El tema aquí es que si bien el papel de los ISP en la arquitectura de Internet es importante y fundamental, no son ellos los únicos actores del intercambio.

La arquitectura, que tiene la forma de una malla donde ningún nodo tiene mayor centralidad que otros
, se encuentra estructurada en capas (Zukerfeld, 2010) de infraestructura, hardware, software, contenidos y sociabilidad que intervienen en cada tramo del traslado de los flujos de BITS, los cuáles se trasladan en paquetes de datos (packet switching
) siendo dispersados en diversas direcciones al transferirse en los routers, luego pasan por los servidores DNS que los dirigen a su destino indicado y se vuelven a articular primero en otro ISP y luego en el servidor del CSP indicado, donde luego puede ser redirigido hacia otro usuario o remitido nuevamente al usuario de origen dependiendo del tipo de intercambio
.

El concepto/principio de NN según sus impulsores y defensores, “emanaría” de “cómo Internet fue pensado por sus diseñadores” (“orígenes primigenios”) y de como es su “normal y eficiente” funcionamiento hoy día sin que los actores alteren esta ‘normalidad’. Sin embargo, esto último no es así:

En los orígenes de Internet, el packet switching estuvo acompañado por un protocolo denominado “mejor esfuerzo” (BE) que especifica que la red debe encontrar el “mejor camino posible”, por medio de los “enrutadores” (routers) que direccionan esos paquetes para que la información llegue del punto A al B. Este sistema no garantiza que efectivamente la información llegue sino que se proponía hacer “su mejor esfuerzo” para encontrar los routers con menor cantidad de paquetes en cola/espera que le permitan llegar a destino en un tiempo óptimo y necesario para que esa información no se pierda. El diseño de este protocolo respondía a los intereses antes mencionados de que la información llegue de forma confiable y segura y asimismo se aseguraba de que ningún paquete de datos tenga prioridad por sobre otro en función de cierto espíritu “libertario” (Castells, 2001) de los desarrolladores universitarios de Internet, no así de los gubernamentales o privados, aunque fue el que imperó en los primeros –breves- años.

Sin embargo, en la década de los 70’s, a raíz de la diversa creación de otras redes similares a ARPANET en los que contaban cada una con un protocolo particular incompatible con los de las demás redes, se comenzó a pensar en el protocolo TCP/IP
 (creado en 1973) como protocolo general de funcionamiento de las comunicaciones en los distintos dispositivos para poder conectar todas las redes sin inconveniente. Krämer, Wiewiorra y Weinhardt (2013) sostienen que es a partir de la implementación del TCP/IP como protocolo general que se ejecutó otra operación: la de implementar un protocolo de gestión de tráfico conocido como “calidad de servicio” (QoS) creado como forma de dar prioridad a ciertos paquetes de información por sobre otros para evitar una congestión en las redes, en parte previendo un aumento en la cantidad de tráfico con la incorporación de las nuevas redes a la red troncal de ARPANET. En términos prácticos, el QoS identifica el paquete de datos que llega al router y en lugar de dejarlo “en cola” hasta que salgan los paquetes que llegaron antes, ve si es necesario priorizarlo por sobre otros, de esta forma intercambios “en tiempo real” como el streeming son posibles. 
Siguiendo a Ferguson y Huston (1998) y CISCO (2016) podemos ver que no hay solo un tipo de QoS sino que desde 1983 ha habido varias posibilidades de ejercer esta gestión del tráfico. Entre los varios modelos inventados e implementados, los autores distinguen dos grupos: el modelo bus (Intserv)
 y el modelo ambulancia (Diffserv)
. Este último directamente permite que los ISP seleccionen qué flujo de datos tendrá prioridad y no solo el que parezca técnicamente relevante y es el que desde 1998 impera en casi la totalidad de las redes.
 De esta forma, el protocolo BE, sobre el que se basa gran parte del argumento técnico de la Neutralidad de la Red al ser un protocolo que no prioriza paquetes de datos, ya no es el imperante en la transmisión de flujos de BITS (aunque sigue existiendo y opera sobre todo lo que no requiera prioridad QoS, que cada vez es menor en cantidad e importancia). Sumado a esto, esta tecnología QoS, que es la que impera desde 1983, en su diseño y operación sí discrimina los paquetes de datos en función de sostener el argumento eficientista acerca de que las redes no se congestionen aunque los criterios establecidos en el CJ generan que en su diseño se permita elegir los paquetes de datos priorizados comulgando con los intereses de poderosos grupos económicos, políticos, etc.  Es decir, esta tecnología QoS, si bien es efectiva para poder priorizar los intercambios de streeming (Netflix, Youtube, Spotify, etc.) y de VoIP (Skipe, Hangout, etc.) sin peligro de colapso, incluye en su justificación y diseño la posibilidad de que estos flujos sean seleccionados por sobre otros violando de forma técnica la definición de la NN.

Vemos así como en la práctica, la red no es “neutral” (en sentido de no priorización/discriminación de paquetes ya que el QoS claramente predomina por sobre el BE muy disminuido) y solo pocos años lo fue, impulsada por uno de los tres sectores que diseñaban lo que hoy se conoce como Internet. Por eso, podemos postular que la NN también es una metáfora en términos antes mencionados, una metáfora que genera prácticas y efectos de sentido y extiende la concepción acerca de la neutralidad de la tecnología en general a las características de la tecnología “red/arquitectura de Internet” y que busca extender también el imaginario metafórico acerca de sus “características democratizantes” como principal argumento para defenderse “frente a los intereses que pueden hacer desaparecer la libertad propia de Internet”, libertad materializada en el concepto/principio elaborado por Wu y luego trasladado a diversos reglamentos, leyes y normativas a nivel mundial.
2.2 Porteros y problemáticas
Como hemos mencionado anteriormente, cuando Wu definía las cuatro amenazas a la NN se centraba casi exclusivamente en los ISP dejando de lado a los otros actores.

Más allá de esta operación de focalización y obturación, los ISP son protagonistas de la problemática económica (Gendler, 2015) de la NN ya que ellos son los “porteros” que gestionan el paso de los paquetes de datos y flujos de información que ingresan y salen del dispositivo digital del usuario y gestionan la mayoría de los QoS que aseguran la no-congestión de los canales de transmisión. Así, disponen de la posibilidad de permitir, obstaculizar, impedir, aumentar o disminuir esos flujos de datos de acuerdo a intereses corporativos para favorecer una aplicación o contenido propio (o de un aliado comercial previo acuerdo) por sobre uno de otra empresa competidora, para obstaculizar el “correcto funcionamiento” de ciertos CSP o directamente impedir el acceso del usuario al mismo, para bloquear todo tráfico Peer to Peer (P2P) “en nombre de la defensa de la propiedad intelectual” (amen que los contenidos de esos tráficos P2P sean o no paquetes de datos que la violen entre otras alternativas de este estilo), entre otras. 
Los ISP si bien son primero empresas (privadas o estatales) con diversos intereses comerciales, también son tecnologías manejadas por dichas empresas cuyos criterios, justificación, diseño y aplicación siguen los parámetros de la racionalidad instrumental del mercado, solo limitada su potencial autonomía relativa (Feenberg, 2005)  por las actuales leyes, normas y regulaciones que muchas veces deben ser acompañadas por la movilización en el espacio público de colectivos y movimientos sociales.

En este sentido, los criterios y diseños “originales” en los albores de ARPANET comprendían la posibilidad de moderar los flujos de datos (principalmente pensando en emergencias) pero estos estaban pensados para ser operados por las universidades o el Estado. Tras la “apertura al mercado” de 1995, son las empresas privadas en la mayoría de los países las que ejecutan esta vital labor interviniendo y modificando los criterios y diseños originales creando los propios que respondan mayormente a sus intereses (disfrazados como “eficientes”). En este sentido, la metáfora de la NN materializada en leyes, si bien es una metáfora tiene suma importancia para evitar que esta intervención sobre el flujo de datos se haga a capricho o conveniencia (aunque en la práctica de todos modos los ISP ejecutan algunas de estas acciones sin que esto sea incluso advertido por la mayoría de los usuarios u organismos de control gubernamental). Incluso en algunos países, hay alianzas tácitas entre ISP y gobiernos para que se permita actuar “libremente” respecto a ciertos bloqueos o ampliaciones del flujo de datos de ciertos CSP.

Al respecto, debemos destacar que mayoritariamente la posición consensuada de las ISP respecto a las regulaciones de la NN es que estas no deberían existir por tratarse de reglas “anticuadas” o que no tienen en cuenta el concreto funcionamiento de la red. Además, a causa de la continua aparición de CSP que demandan mayor ancho de banda (Netflix, Spotify, Amazon Videos, etc.), son los ISP los que tienen que hacerse cargo de la inversión por mejorar la capacidad de las redes y routers sin que este gasto sea compartido por los CSP o usuarios (aunque a veces son ayudados por los Estados) y por ende eso haría peligrar “su modelo de negocios”, cosa que si la Neutralidad de la Red fuera eliminada se podría compensar con costos adicionales para acceder a los distintos CSP y otros.

La otra problemática de la Neutralidad de la Red, menos conocida, es la problemática de control (Gendler, 2015; Gendler, 2016b y Gendler, 2017) que refiere al hecho que al poder identificar los paquetes de datos salientes y entrantes para disponer de su paso, bloqueo, favorecimiento u obstaculización, los ISP disponen en su diseño del poder para acceder a una multiplicidad de datos de tráfico
 acerca de estos paquetes y tienen la posibilidad de obtener los datos de contenido
 de los mismos para el almacenamiento, procesamiento, venta o aplicación(en formas de perfiles pre-determinados) de ambos tipos de datos, algunas veces teniendo la obligatoriedad de ello impuesta por la ley o por requerimiento de los gobiernos y/o de sus agencias de seguridad nacionales. 
2.3 Redes, canales y violaciones.

Tanto en lo que refiere a la problemática económica como a la de control, cabe destacar que no solo los ISP se encuentran involucrados como postula Wu en su definición, sino que también los CSP principalmente las redes sociales, buscadores, páginas de e-commerce, entre otros despliegan diversas estrategias para reglamentar la problemática económica de la NN en su favor y participan casi “codo a codo” o compitiendo con los ISP en la problemática de control. Respecto a la primera, si no existiera reglamentación alguna sobre NN que restringiera el accionar de los ISP, las CSP podrían ver claramente perjudicado su modelo de negocios y la cantidad de usuarios que usan sus servicios, consumen sus productos, utilizan su “espacio”, entre otras. Es por esto, que unidas, usan la estrategia de declararse representantes o continuadores de los “ideales primigenios de libertad y apertura” de Internet sobre la base de su “acceso gratuito” (Van Dijck, 2016) como forma de sustentar su importancia para la Red como “esfera pública de libertad” reclamando a los distintos gobiernos las reglamentaciones que aseguren que, por vía de la NN, puedan seguir sus actividades, innovaciones y procesos mercantiles sin tener que lidiar con potenciales acuerdos o bloqueos de los ISP. Respecto a la problemática de control, mayormente estas plataformas hacen del almacenamiento, procesamiento, aplicación (vía perfiles personalizados) y/o venta de los datos personales (Rouvroy y Berns, 2015; Gendler, 2017) y de geo-localización un pilar fundamental de su modelo de negocios. En este sentido, se aplica un modelo de Apropiación Incluyente (Zukerfeld, 2010) donde se garantice un acceso gratuito que sin embargo es “pagado” de otra forma: vía la publicidad orientada, pero mayormente vía la apropiación por parte del CSP de la producción impaga de los usuarios y de sus datos directos e indirectos
, es decir, tanto los brindados de forma voluntaria y ‘consciente’ como los obtenidos a partir de la “huella digital” y otras acciones registradas y recolectadas
. Esto no solo les permite “mejorar sus interfaces y productos” sino que les posibilita tener una gran masa de información disponible para ser vendida y/o utilizada en lobby político. 

Como hemos mencionado, las CSP, especialmente las GAFAM
, Netflix, Spotify y otras mayormente son las principales impulsoras de la NN y las que (junto a colectivos y movimientos sociales) más aguerridamente han intentado defender los diversos reglamentos que han sido elaborados, impulsando diversas campañas de protesta tanto en el espacio offline como en el online. 

Sin embargo, al adentrarnos en sus pantallas, podemos apreciar que mayormente la condición del no discriminar/favorecer flujos de datos/información por sobre otros no suele cumplirse.

Es así como Google dice ordenar los resultados de las búsquedas en páginas de acuerdo a “cuáles son las más clickeadas”, aunque oculta que esos clics ya han sido condicionados por las reglas implícitas del diseño de su interfaz, favoreciendo más algunas y perjudicando otras (Spiegel, 2016) agregándole a este hecho los anuncios pagos explícitos e implícitos y la personalización en base a los datos recolectados y los perfiles pre-diseñados aplicados que orientan lo que aparecerá en la interfaz de un modo y no de otro.

Yendo al caso de Netflix, se suele mostrar resaltado en mayor tamaño la producción propia de este CSP dejando en menor tamaño otras producciones y contenidos, los cuáles aparecen en forma de grilla de “categorías” supuestamente orientada por el perfil personalizado del usuario, obturando que las reglas implícitas de su interfaz ha orientado y condicionado sus elecciones, ya que las producciones mostradas y las categorías que aparecen como “sugeridas” también ponderan cierto tipo de contenidos por sobre otros.

En el caso de Facebook, si bien el diseño de las distintas interfaces que lo componen parecería ser igual para todos los usuarios, hay una clara ponderación de la información mostrada y de los “amigos” que llegan hacia nosotros y a los que nosotros llegamos. Esto es comprobable mirando otras cuentas de este CSP distintas a la nuestra donde podemos apreciar que los contactos intervinientes, la información mostrada, los contenidos compartidos no son los mismos aunque tengamos intereses y muchos contactos en común. A su vez, las reglas implícitas de sus interfaces nos organizan las aplicaciones utilizables de forma jerárquica, nos muestran ciertos recuerdos y eventos y no otros, hacen que sea distinto el “compartir” que el “postear” (tanto en como se muestra esta información como también al potencial número de seguidores que esta llegará) y hace que cada palabra que nosotros incorporemos (ya sea en el Chat o en los posteos o búsquedas) vuelva a modificar el esquema de información recibido recortando y orientando nuestro campo de acción.

En todos estos ejemplos y muchos más que podemos pensar, la información es recortada, ponderada, obstaculizada, etc. de acuerdo a determinados criterios externos del CJ insertos en el diseño de estas interfaces en una ecuación que “personaliza por nosotros” orientando y determinando nuestras acciones a través de la información recibida sin que esté explícito en ningún lado los mecanismos por los cuáles funciona este favorecimiento/discriminación invisibilizándolos. Supuestamente estos criterios de personalización y ponderación se toman en base a otras tecnologías: los algoritmos personalizados cuyo código también es “secreto” y que operan como “eficientes herramientas” obturándose los criterios de su programación (Rouvroy y Berns, 2015; Gendler, 2017). Si bien sus términos y condiciones (las reglas “explícitas”) nos relatan muchas de las operaciones de lo que estos CSP hacen y/o pueden hacer con nuestra información, mucho no está dicho como vimos recién e incluso estos términos y condiciones tienen un formato incómodo (Spiegel, 2016) que dificulta su lectura y comprensión de manera global favoreciendo que “demos aceptar” sin mirarlos.

Por tanto, vemos que estos mismos CSP que se ponen a la vanguardia de la defensa de la NN la violan sistemáticamente al interior de sus programas, interfaces y aplicaciones en defensa de lo “eficiente, lo conveniente” y –si se las apura- también de su “modelo de negocios”, generando la ilusión metafórica de que son meros “canales” de transmisión de información, al punto que se nos suele olvidar – ayudado también por la demanda de velocidad que solemos reclamarles - que son empresas capitalistas con fines lucrativos y de mercado claros cuya defensa de la Neutralidad de la Red se hace en función de continuar con su exitoso modelo de negocios y no en defensa de nuestros derechos e intereses.

2.4 Accionando y omitiendo
En cuanto a los Estados, si bien parecerían a-priori estar por fuera de la discusión y el debate, estos obran e intervienen (Gendler, 2015) por acción (reglamentando diversas normas y leyes específicas, imponiendo sanciones, brindando subsidios, elaborando materiales, realizando campañas concientizadoras etc.) u omisión (dejando al “libre juego” de los actores). 

En cuánto a la problemática económica, hemos visto como los Estados suelen intervenir favoreciendo debates y reglamentando leyes donde se modere y supervise el accionar de los ISP respecto a las diversas discriminaciones/favorecimientos en el flujo de información, muchas veces batallando “codo a codo” junto a CSP y movimientos sociales de usuarios para lograr que otros organismos del Estado avalen y permitan sancionar dichos reglamentos. Sin embargo, en muchos otros países estas cuestiones no tienen siquiera debate público, con lo que los ISP actúan “a gusto y piachere”, muchas veces sin siquiera aplicárseles las leyes específicas del territorio. Respecto a la problemática de control, la acción del Estado también difiere en los distintos países pero la tendencia pareciera ser el ignorar esta problemática o el reglamentar la recolección y almacenamiento de los datos por parte de los ISP para permitir el acceso del Estado a estos datos cuando este (sus distintos ministerios y departamentos) lo requiera/desee. De esta forma, en lugar de defender los derechos de sus ciudadanos, solo se estaría participando en su vulneración como forma de “no quedarse afuera” y recibir su “tajada”. Cabe destacar que aunque esta sea la tendencia, algunos otros Estados intentan priorizar la seguridad nacional de los datos de sus ciudadanos creando diversas tecnologías para intentar que los datos queden almacenados en el territorio nacional y no “viajen” fuera (dentro de lo posible) y queden fuera de su jurisdicción (Zusman, 2017). 

III. Estado de situación: Leyes, regulaciones y batallas
3.1 EEUU

Luego de la propuesta de Wu de 2003, será recién en 2005 que, tras diversas denuncias de usuarios y organizaciones de la sociedad civil que reclamaban protección de las autoridades frente a abusos de sus ISP (Castellet Holmet, Aguado Terrón y Martínez, 2014) y principalmente tras el caso de Madisson River Communications que bloqueó indiscriminadamente diversos servicios de VoIP
 (Krämer, Wiewiorra y Weinhardt, 2013) que la Federal Communication Commission (FCC) decide  publicar una “policy statement” donde insta a las empresas de conexión a respetar 4 “libertades de Internet”
. Estas libertades eran solo ‘recomendaciones’ y por tanto no eran plausibles de ejercer sanciones directas, hecho aclarado tanto por la FCC en sintonía con la posición del gobernante Partido Republicano acerca del deseo de no generar una intervención (vía legal) del Estado en el mercado de Internet pero sí el sumar una voz ‘legítima’ para recomendar a las empresas un ‘correcto accionar’. Este primer proceso culmina con la aceptación del ISP infringente de cesar su práctica de estrangular las comunicaciones de VoIP (Rodríguez García, 2011) y la adhesión formal de AT&T
, uno de los mayores ISP de EEUU, a estas recomendaciones sobre la NN pero también con varios cuestionamientos de otros importantes ISP en base a los argumentos de la falta de incentivos para la innovación antes mencionados. 

Tras este hecho, pronto la FCC enfrentaría su primer caso formal cuando en 2007 se revelaron prácticas discriminatorias por parte del ISP Comcast especialmente en lo que refiere al estrangulamiento y bloqueo total del tráfico Peer to Peer (P2P), prácticas admitidas por el ISP ya que explicitaban que estas prácticas generaban congestión de tráfico. Tras múltiples denuncias de parte de los usuarios de Comcast y de organizaciones de la sociedad civil incluyendo movilizaciones en el espacio público, y tras la asunción de Barack Obama en 2008 quien haría de la NN una de sus principales promesas de campaña y políticas de gobierno, la FCC con nuevo directorio demócrata ordenó a este ISP a respetar las cuatro libertades formuladas y a modificar su política de gestión de tráfico. Si bien esta medida no implicó sanción legal alguna, fue impugnada por Comcast obteniendo un fallo a favor por parte de la Corte de Apelaciones de los EEUU ya que se indicaba que no existía en la práctica un marco regulatorio específico que impida realizar estas acciones.

Debido a esto, la FCC finalmente, y en base tanto a las atribuciones que le otorga la Telecommunication Act de poder establecer marcos regulatorios y sanciones en materia de telecomunicaciones sin pasar por el congreso, como al apoyo manifiesto del Presidente, de ciertos CSP de peso como Google, Facebook, etc. y de los ISP y organizaciones de la sociedad civil aliados, elabora en 2010 un marco regulatorio donde incluye las cuatro libertades antes nombradas y le añade tres normas básicas en función de “defender la neutralidad y apertura de Internet”
 incluyendo por primera vez también regulación en la Internet móvil.
Sin embargo, la respuesta estratégica a esta regulación oficial no se hizo esperar. En este caso la iniciativa vino de parte del ISP Verizon quien apeló ante la Corte de Apelaciones que la FCC no tenía jurisdicción legal para imponer este tipo de normas a los ISP ya que estos eran clasificados como “servicios de información” y la FCC no tenía facultades para regular a los mismos.
Nuevamente la estrategia era poner en cuestión uno de los mayores efectos y producciones de la confrontación ‘originaria’ de 2005, en este caso la legitimidad legal (y moral) de la FCC para poder ser quien genere los reglamentos sobre Internet y regule, sancione y determine las condiciones de posibilidad de prácticas a los diversos actores, especialmente a los ISP.

En 2014 la Corte de Apelaciones falla a favor del argumento de Verizon, quedando la FCC fuertemente debilitada, tanto que diversos CSP (especialmente Netflix, Youtube y Spotify) empezaron a analizar diversos tratados comerciales bi-laterales con los ISP e incluso diversos académicos y miembros del Partido Demócrata comenzaron a pensar en otras instituciones para que ejerzan el rol de regular Internet. Tras este nuevo vuelco en el conflicto y con muchos de sus principales aliados cuasi en fuga, la FCC toma un giro inesperado intentando mantener su legitimidad (o al menos su participación) en el debate: propone una nueva regulación de la NN habilitando una línea rápida (con pago adicional) y otra lenta (simple) en lo que básicamente sería una reformulación (o eliminación) del principio ‘en sentido estricto’ ya que el posibilitar dos líneas de velocidades diferentes básicamente significa reglamentar la discriminación del tráfico de datos. 
Esta estrategia tuvo su corolario: pronto se organizó una protesta masiva y coordinada de diversas empresas CSP como Google Facebook, Amazon, entre otras junto a diversas manifestaciones de usuarios en el espacio virtual y público, acompañada incluso por pedido expreso del presidente de los EEUU, para que la FCC detenga y analice esta política. Ante estas estrategias y prácticas, la FCC juega una nueva carta (y arma moral) y abre una consulta pública online para “conocer la opinión de los ciudadanos”, la cuál obtiene más de 1 millón de comentarios en solo su primer día (con caída de servidores saturados por la cantidad de ingresos) y, según la FCC, solo el 1% contrario a la NN en sentido estricto, lo cuál fue denominado como una “gran victoria de los ideales de una Internet abierta”. Tras este re-posicionamiento en el juego, la FCC realiza una solicitud al presidente y al parlamento para poder regular a los ‘servicios de información’ (como eran catalogados los ISP), solicitud que es fuertemente rechazada por un cuerpo legislativo ahora con mayoría Republicana. 
Sin desistir, otra estrategia fue planeada por la FCC y sus aliados: la de categorizar a los ISP no como servicios de información, sino de telecomunicaciones
, lo cuál está en las facultades de la FCC vía la revisión de la Telecommunication Act realizada en 1996 y que pondría a los ISP bajo su directa regulación legal. Si bien esta medida intentó ser boicoteada nuevamente por el Partido Republicano en el parlamento, una medida (y estrategia) legislativa por parte de los representantes Demócratas de diluir y aplazar este debate
 junto a una fuerte campaña de difusión por parte de los CSP, de usuarios y organizaciones de la sociedad civil permitió que se realice primero la votación en la FCC ganando la medida por 3 votos contra 2 ante la pública resignación Republicana y la amenaza de nuevas apelaciones por parte de los ISP.

En 2016 la Corte de Apelaciones falla a favor de la FCC en torno a la nueva consideración de los ISP y a su potestad de regularlos y asimismo denomina a Internet como “Bien publico” blindando la NN. 

Sin embargo, con la victoria de Trump en las elecciones presidenciales de 2016, no solo se constituye un directorio de la FCC favorable a la posición republicana, de los ISP y de los propietarios de derechos de propiedad intelectual de eliminar la NN que vuelve a inclinar los diversos equilibrios sino que empiezan a evaluarse nuevas medidas para modificar el debate y favorecer a los actores anteriormente ‘desfavorecidos’.

Cabe destacar que en todo este proceso, el foco tanto de los debates, de los conflictos, de las estrategias, de las prácticas de casi todos los actores como de las diversas reglamentaciones y fallos estuvo puesto casi en su totalidad sobre la problemática económica de la NN, produciendo fuertes y diversos efectos en este concepto, pero principalmente produciendo una imagen bastante consolidada sobre que la económica es la única problemática abordada en este conflicto enmascarando, obturando e ignorando la problemática del control de los datos, la cuál está íntimamente vinculada y es parte del asunto (Gendler, 2015; Gendler, 2016b; Gendler, 2017).

A lo que vamos con esto es que estos procesos de conflicto también permitieron producir los efectos de que la problemática de control era ajena a la NN y por tanto permitieron que todos los actores (especialmente ISP, CSP y el Estado, con la complicidad indirecta de los usuarios y la mayoría de las organizaciones de la sociedad civil) actúen casi impunemente respecto al almacenamiento, procesamiento, producción de perfiles algorítmicos y venta e intercambio de información al ser este un terreno que la mayoría de las recomendaciones, normativas y leyes calla y por tanto deja el margen libre para actuar, producir y ejercer poder.

Similar es el caso respecto a la QoS (que nunca dejó de implementarse ya que sino muchos de los CSP no podrían brindar servicio) ya que al no reglamentar efectivamente que usos y prácticas de QoS son válidas y cuáles no se deja espacio para los ilegalismos.

Relacionado con la problemática de control, en abril de 2017 el congreso por iniciativa del presidente Trump deroga una medida implementada por la FCC (por fuera del debate de la NN) respecto a que los ISP debían solicitar el permiso de los usuarios a la hora de vender sus datos personales. Si bien esto pareciera no afectar a la NN en sentido económico, al reglamentar esta violación masiva de los datos y producir la posibilidad de efectuar diversas prácticas discriminatorias, habilita también a legitimar diversas prácticas QoS y otras (deep packet inspection) para acceder a la información de los usuarios que luego podrá ser vendida, utilizada, etc. y que asimismo les permitan de forma legal realizar cierta administración del flujo de datos que venían realizando de forma subterránea.
3.2 Chile
La primera ley acerca de la NN en reglamentarse a nivel mundial fue la Ley 20.453 en Chile en el año 2010, fruto de la conjunción entre el pedido de organizaciones de la sociedad civil (principalmente NeutralidadSI! y ONG Cívico) y el interés de varios diputados interesados para reglamentar una Ley de Defensa al Consumidor en Internet. El Proyecto fue presentado a principios de 2007 y tras tres años de duros debates, modificaciones y reiteradas acciones de las organizaciones sociales fue aprobado en 2010 con inmensa mayoría parlamentaria.

Si bien expresa la prohibición de que los proveedores interfieran o bloqueen contenidos y servicios legales utilizados por los usuarios y a su vez fija la obligación de brindar información sobre el servicio contratado, vemos que, siguiendo a Lara (2010), la definición de “que es” un proveedor de Internet excluye al Estado Chileno quien también brinda conexión tanto en asociación con algunas ISP como principalmente en ministerios y espacios públicos. De esta manera el Estado Chileno quedaría legalmente exento de estos puntos del marco normativo. A su vez, el Artículo 24 H en su sección “A” establece que “No podrán arbitrariamente bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir el derecho a usar contenidos y redes”, dejando abierta la posibilidad de intervención en la medida en que ésta no sea considerada arbitraria, es decir, cuando se considere que hay uno o varios motivos que permitan violar de esta manera la neutralidad de la red, por ejemplo cuando esos contenidos sean considerados como ilegales por las diversas normativas y concepciones. Lara a su vez critica el hecho de que no esté especificado en el cuerpo de la ley cuando estaría justificada o autorizada la intervención, pudieron argumentar la misma desde un amplio arco de motivos y de consideraciones de contenidos de carácter no legal.  De esta forma, por ejemplo, una convocatoria a la manifestación a favor de la educación pública puede ser doblemente intervenida, tanto por el Estado Chileno (que reiteramos, se encuentra exento de la prohibición de poder bloquear, discriminar y/o limitar el contenido en las redes que suministra), como también por los mismos ISP que pueden considerar que hay un motivo para intervenir (“la seguridad nacional”) o que una convocatoria no informada previamente a las autoridades es un contenido ilegal y por tanto la Ley les permite discriminar y trabajar con esos datos. 
Cabe destacar que en Noviembre de 2016 fue presentada una propuesta de modificación de la Ley
 vigente haciendo hincapié en solucionar algunos de los problemas antes mencionados (especialmente lo que respecta a la arbitrariedad), en incluir que la NN es parte de la “naturaleza de Internet” e incluyendo nuevas formas de negocio como el Zero Rating
 y haciendo hincapié de forma novedosa en limitar al QoS a “accionar técnico y no político o comercial” aunque sin mayores especificaciones y a la protección de la seguridad y de la privacidad de los usuarios, aunque de forma mayormente vaga y sin especificaciones técnicas específicas. Este proyecto de reforma se encuentra actualmente en stand-by esperando ser tratado hace casi 1 año.

3.3 Brasil

En cuanto a Brasil y su destacado “Marco Civil de Internet”, su proyecto data de 2009 cuando la Secretaria de Assuntos Legislativos do Ministério da Justiça junto con el Centro de Tecnologia e Sociedade da Escola de Direito de la Fundación Getúlio Vargas en Río de Janeiro, lanzaron el 29 de octubre la primera fase de un proceso colaborativo para la construcción de un marco regulatorio de Internet en Brasil. El proyecto pronto pasó a una siguiente fase en 2010 donde se habilitó un espacio Wiki para que los diversos usuarios colaboraran en su creación. Finalizado su tiempo estimado, el proyecto fue enviado al poder legislativo en 2011, aplazándose en 2012 su tratamiento de modo indefinido principalmente por presiones de los multimedios brasileros, entre ellos el poderoso “O Globo”. Sin embargo, tras las revelaciones de Edward Snowden en 2013 acerca del espionaje de la NSA a Brasil, principalmente a su presidenta Dilma Roussef, ésta decretó la “urgencia constitucional” por la cuál debía tratarse este proyecto de Ley teniendo prioridad por sobre todos los demás. Tras una serie de debates y cambios, finalmente se aprobó el 23 de abril de 2014.

Analizándolo brevemente, podemos ver que este Marco cuenta con una serie de definiciones precisas que no dejan lugar a segundas interpretaciones (a diferencia de lo que ocurre con la Ley Chilena). A su vez, sus artículos 3, 4, 5 y 24 consagran la privacidad de los usuarios y sus datos personales, reglamenta el derecho de acceso a Internet y del acceso a la información, promueve la innovación y la difusión de nuevas tecnologías, optimización de las redes de infraestructura, desarrollo de programas de capacitación de Internet y prestación de servicios al ciudadano por parte del Estado y de los privados en la lógica las políticas de Inclusión Digital, definidas por la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información (2003)
. 

En cuanto a la Neutralidad de la Red, su artículo 9 lo consagra, y al hacer extensible la disposición al “responsable de la transmisión, conmutación o ruteo” incluye también al Estado Nacional y a los Estados Federales al igual que las ISP (a diferencia de Chile), aunque deja indirectamente afuera a los CSP. De este modo, el Marco Civil de Internet reglamenta de forma consistente lo referente a la problemática económica a favor de los usuarios. Ahora bien, sus artículos 13 y 15 son sugerentes en cuanto al control:
El artículo 13 estipula que los administradores del sistema (los ISP) deben mantener los registros de conexión bajo secreto en un ambiente controlado y seguro durante el plazo de un año. A su vez permite a autoridades policiales, administrativas y/o ministerios públicos a requerir cautelarmente que se amplíe ese plazo. A su vez, se estipula que el proveedor cuyos datos fueron solicitados deberá mantener el secreto en cuanto a la solicitud. El artículo 15 establece condicione similares al artículo 13 pero referido a los proveedores de aplicaciones de Internet (CSP) con sede en Brasil. También hace las mismas referencias respecto a la obligatoriedad de mantener los registros de conexión y a la posibilidad del requerimiento de los mismos.
Vemos así como por intermedio de estos dos artículos no solo se dispone la obligatoriedad de que los ISP y los CSP (Google, Facebook, etc.) que operen en el territorio brasilero guarden los datos de tráfico por un plazo de tiempo (que puede ser ampliado), sino que el Estado brasilero tiene la potestad de solicitar los mismos y esa solicitud se mantendrá en el más profundo de los secretos. 

Respecto a los datos de contenido, el artículo 19 especifica que las ISP y los CSP tienen la obligación de suministrar datos de contenido si las autoridades estatales lo requirieran (previo paso por autorización judicial) so pena de multas o de ser responsabilizados como “cómplices” de posibles violaciones a la propiedad intelectual.  Lo que queremos explicitar con esto es que, si bien un Estado puede ser víctima de la vigilancia por parte de otros (recordemos que los organismos estatales utilizan la red de Internet al igual que los usuarios civiles, es decir, con ISP, cables submarinos pinchados, etc.) e incluso puede reglamentar un Marco-Ley “progresista” en pos de garantizar la neutralidad de la red en términos de los contenidos comerciales, de todos modos reglamenta diversas medidas de claro control y violación de la privacidad de los usuarios. Respecto a esto, no solo no prohíbe el registro de datos por parte de las ISP y servidores/aplicaciones, sino que lo hace obligatorio y reglamenta su acceso a estos datos de modo discreto y constante.
A inicios de 2016, el gobierno de Dilma Roussef dio inicio a la “2da fase” del Marco Civil de Internet con una gran consulta popular online. El objetivo de la misma era actualizar la ley en pos de afrontar nuevas problemáticas, especialmente el Zero Rating, crear dos excepciones legales a la NN (priorizar servicios de emergencias ante ‘calamidades públicas’ y aprobar el manejo del tráfico QoS ante una situación de ataques masivos DoS
 contra el país) y permitir que el Comité Gestor de Internet de Brasil (GCI.br)
 y la Secretaría Nacional del Consumidor del Ministerio de Justicia (SENACOM) pudieran controlar y monitorear las violaciones a la NN junto a la Agencia de Telecomunicaciones Nacional (ANATEL, la que ya realizaba este trabajo) entendiendo que esta última no llegaba a cubrir el completo monitoreo de la NN. Respecto a lo último, se buscaba dar mayor participación a sectores externos al gobierno (privado y ONG) que hasta ahora habían quedado casi marginados del control efectivo (Bragatto, Cardoso Sampaio y Nicolas, 2015).
Sin embargo, tras el impeachment a Dilma Roussef en Agosto de 2016, la 2da fase del Marco Civil quedó en stand-by por el nuevo gobierno de Michel Temer. Éste, en línea a los cambios propuestos desde EEUU, comenzó a proponer fuertes cambios en materia de la NN, iniciando en Agosto de 2017 una propuesta de cambio del GCI.br en pos de aumentar significativamente la cantidad de miembros del sector privado (especialmente ISP) en su composición como un primer paso para modificar la normativa del Marco Civil. Si bien en la práctica al quedar suspendida la 2da Fase, el CGI.br aún no tiene potestad sobre la NN, si la tiene sobre todo el sistema de Internet de Brasil con lo que podría afectarla en la práctica (técnica) más allá de su incidencia legal.

Asimismo, en Mayo de 2017 se aprueba el Proyecto Ley 215/2015
 tras dos años de fuertes debates, el cuál modifica el controvertido artículo 19 del Marco Civil de Internet permitiendo que las autoridades gubernamentales y fuerzas de seguridad puedan solicitar los datos almacenados por los ISP y CSP sin necesidad de una orden judicial o siquiera paso por la justicia, aumentando el castigo penal contra los actos que “violen la honra” en Internet, especialmente en las redes sociales, sin mayor especificación. 
De esta forma, desde el impeachment se ha avanzado sobre los derechos de las personas tanto en lo que respecto a la problemática económica (antes totalmente a favor de los usuarios) como a la de control (ahora agravada).
3.4 Argentina
La Ley 27.078 “Argentina Digital”, promulgada el 18/12/2014 y vigente durante casi todo 2015 fue modificada por el Decreto de Necesidad y Urgencia DNU 267/2015 tras la asunción de Mauricio Macri a cargo del ejecutivo. La Ley “Argentina Digital” es un caso diferente al analizado en Chile y/o Brasil al no ser una ley que nazca de alguna organización o fundación de la sociedad civil, sino que surge como un proyecto de reemplazo de la antes vigente Ley de Telecomunicaciones 19.798, sancionada en 1972 durante la dictadura de Lanusse.

En su página Web, podía apreciarse su argumentación “Impulsamos esta Ley con el objetivo de generar un salto tecnológico en las comunicaciones de la Argentina, que garantice la soberanía tecnológica y productiva para el desarrollo de nuestra nación”
. Si bien diversas agrupaciones de la sociedad civil celebraron el tratamiento de un nuevo marco regulatorio que incluya a la telefonía móvil y a Internet, sus críticas (Chaparro, 2014) se focalizaron principalmente en los presurosos tiempos de aprobación del proyecto (Diciembre de 2014) y en diversos puntos de sus disposiciones.

Analizándola brevemente, podemos ver que, al igual que en el Marco de Brasil, esta Ley ratifica en diversos puntos el rol del Estado en cuanto a políticas de Inclusión Digital al expresar como objeto el “garantizar el derecho humano a las comunicaciones y a las telecomunicaciones”, “promover el rol del Estado como planificador”, y fomentar “la competencia y generación de empleo”. De este modo, se creaba una nueva autoridad de aplicación, la AFTIC a la que se le brindan atribuciones para regular tarifas de interconexión, la velocidad mínima de conexión, el establecimiento de zonas de promoción e incentivos para el despliegue de infraestructura. 

El DNU 267/2015 realizó diversas modificaciones en la Ley: principalmente su foco está puesto en incorporar a la Ley los servicios de radiodifusión por suscripción (televisión paga) y sustituir al AFTIC por el ENACOM el cuál vendría a combinar sus funciones con los del AFSCA (autoridad de aplicación de la Ley de Medios Ley Nº 26.522) al postular que el tener dos autoridades de aplicación supone “que la coexistencia de dos organismos de control es, en sí misma, otro elemento más que resulta incompatible con un marco regulatorio destinado a favorecer la convergencia de redes y servicios, sin perjuicio de los beneficios adicionales que su unificación representaría en materia de eficiencia y eficacia, así como en el mejoramiento, simplificación y unificación de los procedimientos, lo que a su vez también favorecerá a la seguridad.” (Decreto 267/2015, 2015, p. 2).

Dentro de los cambios realizados, se avanza sobre lo sancionado en el Decreto 13/2015 que crea el Ministerio de Comunicaciones incorporando al nuevo ENACOM bajo su órbita en lugar de estar bajo la órbita de presidencia como lo hacía el AFTIC. A su vez, el flamante Ministerio de Comunicaciones pasa a atribuirse muchas de las facultades del AFTIC especialmente en lo que respecta a la Administración, gestión y control “en todo lo inherente a las tecnologías de la información, las telecomunicaciones, los servicios de comunicación audiovisual y los servicios postales” dejando en manos del ENACOM (un organismo supuestamente más plural que incluye miembros de minorías parlamentarias) menores atribuciones siempre con posibilidad de veto y constante supervisión por parte del Ministerio de Comunicaciones.
Esta fusión del AFSCA y el AFTIC se hace en nombre de una “convergencia” que vista como “una realidad indiscutible en el mundo de hoy” y que a pesar de ser nombrada 15 veces en el cuerpo del documento, nunca es explicada o definida en detalle dejando abierto el abanico de interpretaciones posibles. El Ministerio de Comunicaciones fue disuelto en Julio de 2017 por vía del DNU 513/2017 pasando todas sus tareas y organismos de influencias a la órbita del flamante Ministerio de Modernización, quitando cierta especificidad y saberes ‘expertos’ que el Ministerio de Comunicaciones podría tener respecto a estas problemáticas.
Respecto a la NN, los decretos y movimientos ministeriales no modifican lo estipulado en los artículos 56 y 57 de la Ley 27.078 que consagran la NN
 y establecen prohibiciones acerca del bloqueo, discriminación, etc. del flujo de datos, se impide fijar un precio del servicio de Internet en función de lo utilizado/accedido y se prohíbe limitar el acceso a todo hardware siempre y cuando no “dañe la red”. En este sentido, es interesante que el artículo 56 se refiere a la NN como “derecho de los usuarios” y no directamente haciendo foco en los deberes y/o prohibiciones. Éstas (artículo 57) si bien están enunciadas para los “prestadores de servicios de TIC” que en la práctica sería para los ISP contemplando también a los CSP, en su desagregado parece solo remitirse a los ISP dejando un margen variable casi sujeto a interpretación para violaciones de los CSP.
A su vez vemos, al igual que en Chile y en Brasil, la problemática económica de la Neutralidad de la Red queda legislada de modo de asegurar la no discriminación de los BITS con un fin económico. Sin embargo, y siguiendo a Chaparro (2014), en lo relativo al control, vigilancia y privacidad de los datos la Ley es más “una simple formulación de intenciones, [donde] la capacidad de ﬁjar todas las políticas de telecomunicaciones queda en manos de la autoridad de aplicación.” (Chaparro, 2014: 3). Y podemos agregarle ahora: y principalmente del Ministerio de Modernización.

Así, respecto a la privacidad, solo el artículo 5 la menciona, refiriéndose a la “inviolabilidad de las comunicaciones” pero haciendo referencia principalmente a las comunicaciones de emails, correo o mensajes emitidos por otros mecanismos (cuyos datos de tráfico y contenido pueden ser requeridos por un “juez competente”, sin mayor explicación de los procedimientos para ello). El Decreto directamente no menciona la palabra “privacidad” en todo su cuerpo.

Otra muestra de que la ley queda mayormente en una “formulación de intenciones” refiere a la confidencialidad de los datos y BITS emitidos por los usuarios, los cuáles solo son señalados en el Artículo 62, inciso “F” al referirse a que los licenciatarios de Servicios de TIC deben “Garantizar a los usuarios la confidencialidad de los mensajes transmitidos y el secreto de las comunicaciones” sin especificar los modos y formas en los cuáles se debe operar para garantizar esto y las sanciones que pueden surgir de no cumplirlo. Cabe destacar que nuevamente el foco está puesto en las comunicaciones y no refiere a las producciones de los usuarios y su circulación, las cuales brillan por su ausencia en todo el marco regulatorio.

Al igual que en Chile y Brasil, un proyecto se ha desplegado para actualizar la presente ley: la flamante “Ley de Comunicaciones Convergentes” que busca oficializar el DNU 267/2015 y fusionar las leyes 26.522 (Ley de Servicios Audiovisuales) y 27.078 (Ley Argentina Digital). En los “17 principios para una nueva ley” emitido por el ENACOM en Septiembre de 2016, si bien se mantiene el hecho que la NN sea un derecho potestad de los usuarios no se especifican los procedimientos para asegurarla, los actores involucrados que deban monitorear su respeto y se omiten todas las prohibiciones que estaban presentes en la Ley 27.078. Asimismo, no se mencionan las problemáticas del Zero Rating o del QoS dando la impresión de que más que tener un espíritu actualizador, en lo que se centra principalmente es en lograr la fusión de las dos leyes anteriores.
Asimismo, se han mantenido ya 20 reuniones con distintos representantes de cámaras empresarias, expertos y organizaciones gremiales y de la sociedad civil siendo la última en Diciembre de 2016 sin que el proyecto continúe su avance, al menos de momento.

IV. Concluyendo

El presente trabajo hemos intentado hacer un recorrido por las problemáticas, autores y especialmente los estados de situación que comprenden la NN, especialmente lo materializado en los procesos que llevaron a los debates y regulaciones efectivas que operan hoy día.

Así, hemos intentado comprender y evidenciar que si bien muchas de las prácticas y legislaciones de estos países “periféricos” pierden su efectividad al viajar los flujos de datos fuera de sus jurisdicciones nacionales (principalmente hacia EEUU) de todos modos tanto las leyes, decretos, marcos, etc. que buscan regular estos flujos (y a los actores nacionales e internacionales intervinientes) como sus procesos particulares de elaboración y potencial modificación no pueden separarse ni autonomizarse de sus contextos nacionales y culturales pero tampoco de la influencia de la situación internacional respecto a estas problemáticas.

En este sentido, la forma de incorporar y/o consagrar la NN es definida de forma diferente en cada país abordado: en los EEUU es vista como libertades de los usuarios, en Argentina como derechos de los ciudadanos, en Brasil como deberes de los ISP y en Chile como prohibiciones y condiciones de las prácticas correctas de los ISP. En todo caso, más allá de su definición formal para todos los casos la normativa orienta, restringe y condiciona el accionar de los ISP como principal actor de la problemática, siendo solo en Argentina incluidos los CSP aunque de forma más ambigua y prontos a ser dejados de lado de la escena por la próxima Ley que desplace a la Ley Argentina Digital.

Respecto a la influencia internacional, el equilibrio de poder que tenía como claros ganadores a los CSP hoy día comienza a verse seriamente amenazado por los ISP especialmente en EEUU pareciendo Brasil seguir sus pasos en un futuro no muy lejano. Argentina y Chile en cambio parecen orientar sus reformas en continuar con el predominio de los CSP aunque estas aún están en periodos de formulación y debate y no se descarta que la tendencia desde los EEUU puedan influirlas.

En este sentido, en las legislaciones vigentes los CSP reciben mayormente trato preferencial (incluso en Brasil donde deben almacenar los datos al igual que los ISP) llegando en algunos casos (EEUU y Chile) casi al nivel de los usuarios en materia de “ser defendidos”. Esto viene al caso tanto de la ideología californiana (Morozov, 2016) desplegada por estos actores en sentido de quererse representar (con éxito) como los “continuadores de los ideales primigenios de Internet” (Van Dijck, 2016) como también por diversas prácticas de lobby político y económico (principalmente en EEUU) o por el hecho de ser vistos como “sectores innovadores que motorizan la economía” o como “meros canales” sin contextualizar las reglas y criterios que se despliegan en su justificación, diseño y potencial aplicación. De esta manera, se suele ignorar u omitir todas las prácticas que realizan estos CSP que violan la NN tanto a nivel de problemática económica como de control sin tener estos ni deberes ni prohibiciones sino libertades y hasta derechos.
Asimismo, si bien en todos los casos se reglamenta la problemática económica de la NN de forma favorable a los usuarios y comprendida dentro del marco de las políticas de inclusión digital de los diversos países
, también se reglamenta (por acción u omisión) el control y vigilancia de los datos de los usuarios. 
Es decir, podemos apreciar como los distintos Estados reglamentan y se meten en el juego del almacenamiento y supervisación de datos y por ende en la discriminación, control, uso, etc. de los mismos, ocupando(o recuperando) cierto lugar de privilegio en lo que respecta las nuevas problemáticas (instaladas por la mayor predominanza de la información/conocimiento en los procesos productivos y de generación de valor) por intermedio del control y uso de la información materializada en BITS, además de garantizarse un método de seguridad efectivo ante posibles acciones y manifestaciones coordinadas en los distintos espacios, CSP, aplicaciones, etc. de Internet.

De este modo a pesar de ser la problemática económica el debate hegemónico sobre la NN y que de no estar reglamentada puede violar el derecho humano de Acceso a la Información y a su vez fomentar, conducir y modular ciertas conductas y no otras en función de determinados intereses comerciales pero también políticos e ideológicos, esta problemática dispone de tanta luz de los reflectores que la problemática de control que conlleva la peligrosidad de la violación de privacidad de los usuarios por parte de las corporaciones (ISP y CSP) y de los Estados Nacionales queda en sombras, también efectuado violando la NN y siendo plenamente funcional al actual modelo de negocios del capitalismo informacional/cognitivo. Para decirlo en criollo, la visualización, selección, almacenamiento, registro y posterior venta y aplicación de los datos personales también es una discriminación del flujo de datos que pone en peligro el derecho a la privacidad e intimidad.

No solo cobrando un extra para potenciar cierta información o prohibiendo la transmisión de la misma el capitalismo logra generar plusvalor y mantener el orden social imperante, sino también mediante el registro, el control y la utilización de estos BITS.
En el capitalismo informacional/cognitivo el principal insumo es la información/conocimiento, principalmente en forma de (flujos de) datos, y por ende es lo que se encuentra en juego constantemente, además de ser un método efectivo de conducción y modulación de conductas y subjetividades. El poder reglamentar, controlar y disponer a voluntad de estos flujos de in-formación permite mantener funcional, estable y productivo esta nueva configuración capitalista frente a la amenaza inherente de los BITS por su costo de replicabilidad tendiente a cero (Cafassi, 1998), y es por eso que los ISP, CSP y los Estados despliegan toda la gama de estrategias y acciones anteriormente mencionadas para posicionarse de forma estratégica en un tablero complejo y cambiante.
Queda como deuda para futuros trabajos el enfocar particularmente en las organizaciones de la sociedad civil y en los “meros” usuarios/as que desempeñan un papel importante directa e indirectamente, tanto como impulsadores de legislaciones y reformas de las mismas como también los principales afectados por los movimientos del tablero.

En este sentido, si bien hemos mencionado que la influencia de estos actores ha sido fundamental para el inicio de las gestiones sobre la NN de la FCC en EEUU y directamente para iniciar el trámite legislativo en el caso de Chile y Brasil (no así en Argentina donde la medida fue orquestada “desde arriba”) aún queda en deuda el analizar en profundidad a estas agrupaciones y al “público” en general respecto a estas problemáticas cambiantes y fundamentales para comprender muchos de los procesos de nuestra sociabilidad contemporánea en relación con las tecnologías digitales. 
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� Las reglas explícitas son todas aquellas que aparecen en los manuales, términos y condiciones, ayudas en línea, recuadros de instrucción, reglamentos, etc. es decir son todas aquellas que muestran e indican de forma evidente el como se debe actuar e interactuar de forma “correcta” en dicha interfaz


� Las reglas implícitas son todos aquellos elementos visibles y/o no visibles que orientan y condicionan la acción del usuario sin especificarlo (mayormente siguiendo parámetros establecidos en el CJ). Podemos nombrar aquí el diseño y organización jerárquica de diversos elementos, los diversos programas ‘ocultos’ que almacenan datos introducidos por los usuarios y que “se desprenden” de la huella digital de sus acciones (Gendler, 2017), el ocultamiento de una serie de elementos y la visualización de otros de acuerdo a determinados parámetros no explicitados, la posibilidad de realizar algunas acciones para ciertos usuarios y no otros (sin quedar explícito en otro lugar cuáles son los criterios de esta diferenciación), que ciertas acciones no estén disponibles sin motivo aparente alguno, que ciertas funciones sean casi inaccesibles,  entre otros.





� En este sentido, los usuarios pueden aplicar “de forma prevista” las tecnologías tal cuál fueron pensadas y diseñadas o pueden realizar “acciones no esperadas” o variaciones, usos creativos y diferentes, etc. gracias a la indeterminación y puntos de fuga antes mencionados e incluso “inventar sus propias reglas” si disponen de los conocimientos y capacidad técnica para modificar dichas reglas o crear programas que les permitan alterarlas/subvertirlas


� Este diseño se hizo de esta forma de acuerdo a los criterios para mantener una comunicación descentralizada que ante la potencial caída de un nodo no perjudique al resto de los intercambios. Algunos autores dicen que fue pensado estratégicamente para que ante un potencial ataque nuclear soviético la red pudiera seguir operando.


� El packet switching implica que todos los datos –sin importar su contenido o características– se parcelan en el punto de origen y se transmiten por la red en cualquier orden y por rutas distintas hasta llegar al destino final. Solo allí se rearman en su estado original y se vuelven asequibles para el usuario. Cada paquete contiene una parte de los datos enviados e información sobre el destino y las instrucciones para rearmarse allí (mediante los protocolos TCP/IP). Lo único que la red debe hacer –a través de los enrutadores– es transportar esos paquetes; éstos contienen la demás información. (Cortes Castillo, 2013).


�  Suele olvidarse o ni preguntarse por la territorialidad de estos actores (Zusman, 2017) ya que todos ellos se encuentran emplazados en diversos territorios nacionales y por tanto sujetos a normas, leyes y reglas de dichos territorios, aunque muchas veces tengan fragmentadas sus unidades operativas en territorios con regulaciones más laxas.


� El protocolo TCP es el encargado de fragmentar la información en paquetes y de garantizar la transmisión fiable de datos entre emisor y receptor además de reagrupar, detectar errores, gestionar las retransmisiones y controlar en general el tráfico de datos. El protocolo IP es el responsable de seleccionar, dirigir y rutear los paquetes fragmentados a través de la red administrando su dirección para que puedan llegar a destino. Un protocolo posterior (DNS) traducirá los números IP a “letras” como conocemos hoy día (por ejemplo � HYPERLINK "http://www.google.com/"��www.google.com�). 


� El “modelo bus”, particularmente llamado “Intserv” fue un modelo donde si el flujo de datos que se enviará es merecedor de requerir una cierta prioridad (por ejemplo por ser un streeming en vivo que de tardar más uno de los paquetes generaría una mala calidad o caída de la comunicación, al iniciar el envío, fragmentación, etc.) se traza un camino determinado indicando a los routers que harán la conexión que se recibirá dicho flujo para que de forma automática reserven una cierta capacidad de procesamiento para transmitir dicho flujo cuando llegue, sin perjudicar mayormente al resto de los paquetes en cola. En este caso, es el router que recibe la información (de manera lógica para impedir congestión, no intencional) el que decidirá acerca de cuál será el paquete ‘merecedor’ de dicha reserva y aplicación de capacidad de procesamiento y transporte.�Por ejemplo, si Julio va a mirar un video en Youtube, se determinarán una serie de routers entre Julio y Youtube donde él mirará la película, los cuáles reservarán cierta capacidad de procesamiento para poder transferir los datos sin dejar de transferir el resto de los paquetes que tengan en cola ni los que vayan llegando en el ínterin.


� El “modelo ambulancia”, particularmente llamado Diffserv, marca en los diversos paquetes de datos la información sobre su prioridad�, de tal forma que al llegar al router este detenga la transmisión del resto de los paquetes en cola transmitiendo primero el que lleva esta marca..


Volviendo al ejemplo de Julio y su video en Youtube si la red funciona con Diffserv los routers (que no serán fijos) por los que pase ese flujo de información detendrán todos los paquetes que están en cola para darle máxima prioridad al paquete de datos del flujo de Youtube para Julio. Pero si el ISP de Julio tiene un servicio de streeming propio similar a Youtube, puede elegir clasificar el pedido como BE en lugar de marcarlo con la prioridad necesaria para efectuar ese intercambio de video streeming (violando la Neutralidad de la Red), sufriendo estos paquetes el tener que esperar en cola cuando lleguen otros paquetes marcados con prioridad, lo que afectará claramente la calidad de experiencia (QoE) de la visualización.  Si bien ambos tipos de modelos convivieron, a partir de 1998 la mayor parte de los routers operan con Diffserv a pesar de que Intserv ha demostrado el no intervenir con el resto de los flujos que circulan y ser más eficaz y fiable a la hora de la llegada de recibir y re-armar los paquetes enviados.





� Los registros “superficiales” del flujo de datos transmitido por la red, que permiten dar cuenta de un gran número de datos respecto a la acción del usuario/empresa/estado en la red y, por tanto, constituyen una fuerte violación a la privacidad. Podemos pensar a estos datos como el “¿quién?” “¿cuándo?” “¿dónde?” y  “¿para quién?” de la interacción en Internet. Para dar un ejemplo sencillo, podemos ver en un email enviado por el usuario A desde su PC hogareña desde su cuenta de gmail a otro usuario. Los datos de tráfico serían su número de IP, las 18.15hs, desde Buenos Aires (Argentina), hacia el Usuario B que utiliza también una cuenta de gmail. Si este genera una respuesta, el ISP obtendrá a su vez los mismos datos pero referidos al Usuario B (su IP, 18.30hs, Madrid, con objetivo Usuario A).


� Los registros “profundos” del flujo de datos transmitido por la red, es decir el contenido, el ¿Qué? y el ¿por qué?. Siguiendo con el ejemplo del email, los datos de contenido están constituidos por el asunto, el contenido y el posible archivo adjunto que se pudieren enviar ambos usuarios.





� La cesión directa de los datos remite a todo llenado de formulario necesario para la construcción de un perfil por parte de los sujetos. Es decir, a todo dato dado de forma voluntaria. En cambio, la cesión indirecta remite tanto a los datos obtenidos de las acciones de los individuos (la “huella digital”) como también a todo dato obtenido por estas plataformas gracias a la vinculación de diversos dispositivos o por parte no del sujeto sino de los sujetos con los que este se relaciona. Es decir que si bien un individuo puede desplegar diversas estrategias para no brindar sus datos personales, si otra persona que utiliza estas plataformas los tiene ya abre la ventana a su apropiación indirecta.


� En el caso de algunos CSP como Netflix el acceso no es gratuito sino a cambio de un bajo costo incluyendo como “mejora” el evitar la publicidad.


� Google, Apple, Facebook, Amazon y Microsoft.


� Incluso los –pocos- espacios de personalización intencional que estos CSP ofrecen también se encuentran condicionados y orientados por los criterios del CJ implementados en el diseño acerca de qué podemos personalizar, en qué ordenes y cuánto efectivamente se aplicará, entre otras cosas.





� Cabe destacar que estas dos posturas respecto a la problemática de control no son excluyentes, por lo que un Estado puede reglamentar una ley que obligue a ISP a almacenar los datos y a la vez crear tecnologías cuyos principios y diseño estén orientadas a conservar la soberanía por esos datos, vulnerando los derechos de la privacidad e intimidad de sus ciudadanos en ambos casos. De todos modos, vemos como nuevamente todo está apuntado a los ISP, dejando “libre acción” por parte de los CSP, los cuáles son actores tan importantes como los primeros.


� Comunicación de voz a través de IP.


� [1] Libertad de elegir y acceder a cualquier contenido legal sin peligro de estrangulación o bloqueo, [2] libertad de usar las aplicaciones y contenido deseado siempre y cuando sea legal, [3] libertad de poder conectar cualquier dispositivo a la red sin limitaciones siempre y cuando este “no dañe la red” y [4] libertad de obtener información acerca del servicio contratado. (FCC, 2005)


� Cabe destacar que esto se hizo ya que fue una de las condiciones impuestas por la FCC para permitir la adquisición de BellSouth, otro ISP, que antiguamente formaba parte de AT&T. Por tanto su adhesión, el cuál representaba un importante recurso para el equilibrio de las tensiones del ejercicio de poder a favor de los partidarios de una neutralidad de la red en sentido estricto, también significó una práctica en pos de generar un desequilibrio paralelo en la competencia inter-capitalista a favor de dicho ISP.


� [1] Transparencia: los proveedores de banda ancha fija y móvil deben revelar las prácticas de gestión de la red, las características de rendimiento, y los términos y condiciones de sus servicios de banda ancha. [2] No al bloqueo: Los proveedores de banda ancha fija no pueden bloquear contenido, aplicaciones o servicios legales, o dispositivos no nocivos; los proveedores de banda ancha móvil no pueden bloquear sitios Web o aplicaciones legales que compitan con sus propios servicios de telefonía de voz o de video. [3] No a la discriminación arbitraria. Los proveedores de banda ancha fija no pueden discriminar sin motivo mientras que el tráfico de red que transmiten sea legal. (FCC, 2010; Castellet Holmet, Aguado Terrón y Martínez, 2014; Capobianco, 2016).


� Especialmente en lo que se denomina como “common carriers” (por ejemplo el servicio de telefonía, de correos o de transporte público) los cuáles disponen de la garantía de no ser juzgados o penados por el contenido/tráfico transmitido generado por 3ros, como también disponen de la obligación de no discriminar dicho tráfico al entenderse que ellos son (o deben ser) meros “medios o canales de transporte” (Cortes Castillo, 2014).


� � HYPERLINK "https://www.nytimes.com/2015/02/25/technology/path-clears-for-net-neutrality-ahead-of-fcc-vote.html" ��https://www.nytimes.com/2015/02/25/technology/path-clears-for-net-neutrality-ahead-of-fcc-vote.html� 


� Si bien tanto las revelaciones de Wikileaks en 2011 como de Snowden en 2013 permitieron visibilizar diversas prácticas del gobierno estadounidense, de los ISP y CSP respecto a esta problemática de control, la producción y los efectos de la pugna signada por la problemática económica enunció y produjo al concepto de NN como totalmente ajeno a estos asuntos (focalizando solo en la administración del flujo de datos y no en su identificación, almacenamiento y venta) produciendo o abriendo la puerta a las condiciones de posibilidad para la acción en estos “por fuera” de la ley. 





� Boletín 10999-15. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=10999-15#" ��http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=10999-15#�. Última consulta 20/8/2017. 


� “Zero-Rating” o tasa cero, consiste en “la exoneración de ciertos datos de ser contabilizados del total del paquete de datos contratado por el usuario, o de acumular cargos adicionales por un uso excedente. Tales acuerdos favorecen a los grandes proveedores de contenidos que sí pueden permitirse pagar para estar a la vista de los usuarios, y marginan a los que no pueden. El esquema encausa a los usuarios de Internet hacia los contenidos y servicios que estén bajo ese esquema, a expensas de alternativas.” � HYPERLINK "https://www.eff.org/es/deeplinks/2016/02/tasa-cero-zero-rating-que-es-y-por-que-deberia-importarte" ��https://www.eff.org/es/deeplinks/2016/02/tasa-cero-zero-rating-que-es-y-por-que-deberia-importarte� Última consulta  20/8/2017.


� Nos referimos al conjunto de políticas públicas relacionadas con la construcción, administración, expansión, ofrecimiento de contenidos y desarrollo de capacidades locales en las redes digitales públicas, en cada país y en la región.


� El ataque de Denegación de Servicio (DoS por sus siglas en ingles: Denial of Service) es una práctica por la cuál se genera la saturación de los puertos con múltiples flujos de información, haciendo que el servidor se sobrecargue y no pueda seguir prestando su servicio. Por eso se le denomina denegación, pues hace que el servidor no pueda atender a la cantidad enorme de solicitudes, generadas principalmente por solicitudes desde máquinas infectadas (BOTS)


� El Comité Gestor de Internet de Brasil es un órgano multisectorial creado en 1995 y reformado en 2003 por el entonces presidente Lula Da Silva quien se encarga de establecer directivas para el desenvolvimiento de Internet en el país carioca, registro de nombres de dominio, asignación de IP, entre otras facultades. Su directorio está compuesto por 21 miembros, de los cuales el 50% corresponde a distintos ministerios del Gobierno Federal, el 20% sector privado (principalmente ISP y corporaciones mediáticas), 20% ONG de la sociedad civil, 15% por miembros de la comunidad científica y tecnológica y 5% por un “experto externo” en temáticas de Internet. 


� � HYPERLINK "http://www.camara.gov.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=946034" ��http://www.camara.gov.br/proposicoesWeb/fichadetramitacao?idProposicao=946034� Última consulta  20/8/2017. 


� � HYPERLINK "http://www.argentinadigital.gob.ar/" ��http://www.argentinadigital.gob.ar/� Última consulta el 16/8/2015. Cabe destacar que actualmente (Septiembre del 2017) la página ya no se encuentra disponible.


� Art. 56: “Se garantiza a cada usuario el derecho a acceder, utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación, servicio o protocolo a través de Internet sin ningún tipo de restricción, discriminación, distinción, bloqueo, interferencia, entorpecimiento o degradación”


� Uno de los anteproyectos que podría oficiar de base de la futura ley es el presentado por la diputada del Partido Socialista Alicia Ciciliani y un equipo integrado por los expertos Guillermo Goldstein, Danilo Lujambio, Guillermo Mastrini y Martín Becerra en Mayo de 2017. En síntesis, en este se dedica un capítulo especial a la Neutralidad de la Red donde se focaliza totalmente en los ISP quitando a los CSP que estaban presentes (de forma ambigua pero efectiva) en la Ley 27.078. Asimismo se omiten las prohibiciones y no se especifican castigos específicos por violación de la NN. En este anteproyecto sí se mencionan las problemáticas de gestión de tráfico QoS de forma similar al de Chile “uso técnico y no político/comercial” aunque la problemática del Zero Rating no es siquiera mencionada. Asimismo, la privacidad si bien es enunciada como un derecho de los usuarios, no hay medidas, artículos o incisos específicos respecto a las formas y modos de asegurarla de forma técnica, económica y/o política agregando el Artículo 139 que los ISP podrían almacenar los datos de los usuarios en sus dispositivos siempre y cuándo esta información sea mostrada de forma “clara y completa” y dando posibilidad a rechazarlo. Si bien esto en principio parece ser adecuado, no hay que olvidar que los usuarios suelen aceptar sin mirar los términos y condiciones por su formato (del cuál “claro y completo” no especifica que sea ‘fácil de leer’) y que a su vez que quede almacenado en el dispositivo es suficiente para que los CSP que tenga vinculados al mismo (Android, Facebook, Twitter, etc.) no puedan acceder a dicha información, escapándosele un accionar común de la problemática de control ya que los datos personales de los usuarios suelen ser recolectados por intermedio de estas vinculaciones en el smartphone. Cabe destacar que este proyecto también se encuentra en elaboración y no es para nada definitivo.





� Las cuáles no dejan de tener una fuerte influencia de los lineamientos de la CEPAL y del G8.


� Un ejemplo fueron las detenciones “preventivas” y la planificación para contrarrestar las movilizaciones durante el Mundial de Fútbol de Brasil en 2014, luego de sancionar el Marco Civil de Internet.





